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                                                                  Acta de Aprobación No 621
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1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante la cual sancionó a la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR, Directora General de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-, a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO, Directora de  Reparaciones y al Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE, Director de Gestión Social y Humanitaria de la misma entidad, por no atender el cumplimiento de la sentencia de tutela dictada a favor del señor JOSÉ HEINRICH QUINTERO MEZA. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En junio 25 de 2015, el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, concedió el amparo pedido por el señor JOSÉ HEINRICH QUINTERO MEZA en relación con su derecho de petición  dentro  de  la acción de tutela instaurada contra la Unidad para la  Atención y Reparación Integral de Víctimas -en adelante UARIV-; y, en consecuencia, ordenó “[…] al Dr. CAMILO BUITRAGO HERNÁNDEZ, Director de Gestión Social y Humanitaria y la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR, Directora General de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, (UARIV), que en el término improrrogable de cinco (5) días siguientes a la notificación de este fallo, resuelva de fondo, si aun no lo ha hecho, en forma clara, concreta y de acuerdo a lo solicitado, por el señor JOSÉ HEINRICH QUINTERO MEZA. […]”
2.2.- En julio 29 de 2015 el actor presentó escrito en el que informa que no  ha tenido respuesta alguna de la entidad y pide iniciar trámite de desacato.

2.3.- El despacho por auto de julio 15
 de 2015 dispuso oficiar al Dr. CAMILO BUITRAGO HERNÁNDEZ -Director de Gestión Social y Humanitaria- y a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO –Directora de Reparaciones-, para que dentro de los  dos (2) días siguientes se pronunciaran al respecto e iniciaran las gestiones necesarias para acatar el fallo.

2.4.- Al no recibirse información alguna, por auto de octubre 2 de 2015, el a quo requirió a la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR -Directora General de la UARIV- como superior jerárquica de los servidores antes mencionados para que haga cumplir la sentencia y, si es del caso, inicie los respectivos procesos disciplinarios.
2.5.- Ante el silencio de la entidad, por auto de enero 28 de 2016 el juzgado dispuso la apertura formal del incidente, al cual se vincularon el Director de Gestión Social y Humanitaria -Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE-  y la Directora General de la UARIV -Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR-, a quienes se les corrió traslado por tres días de conformidad con lo reglado en por el art. 137 C.P.C. para que solicitaran las pruebas que pretendieran hacer valer.
2.6.- La Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO –Directora Técnica de Reparación- mediante oficio de febrero 9 de 2016 informa al despacho que la petición elevada por el señor JOSÉ HEINRICH QUINTERO MEZA fue contestada de fondo por medio de comunicación radicada al N° 20167201828131 de febrero 9 de 2016, enviada a su dirección por correo certificado.

2.7.- En marzo 31 de 2016 el accionante allega escrito al juzgado donde expresa que aunque inicialmente de la UARIV se les exigió una sucesión, luego fueron llamados para decirles que no era necesaria y que el pago se iba a efectuar conforme lo ordenado en la tutela, lo cual no se ha cumplido, por lo que pide se continúe con el trámite.

2.8.- El juzgado por auto de abril 25 de 2016 puso en conocimiento de la UARIV del documento arrimado por el señor QUINTERO MEZA y concedió un término de tres (3) días  a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO y al Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE -Directores Técnicos de Reparaciones y de Gestión Social, respectivamente- para que ejercieran su derecho de contradicción, sin que se pronunciaran en dicho lapso.
2.9.- Luego de surtido el procedimiento de Ley, el Juzgado Sexto Penal del Circuito en providencia de mayo 20 de 2016 sancionó por desacato a las  Dras. PAULA GAVIRIA BETANCUR -Directora General de la UARIV-, MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO -Directora de Reparaciones Administrativas- y al Dr.  RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE -Director de Gestión Social y Humanitaria- de forma individual con 2 días de arresto y multa equivalente a 1 s.m.l.m.v., al incumplir parcialmente la acción de tutela proferida en favor del ciudadano JOSÉ HEINRICH QUINTERO MEZA.
2.10.- Encontrándose  aun las diligencias ante el juzgado a quo, la  Directora Técnica de Reparaciones allega escrito en el que pide la nulidad de lo actuado  al no habérsele notificado personalmente  el auto por medio del cual se admitió el trámite incidental, lo que configura una vulneración al debido proceso y derecho de defensa.  Así mismo reitera que a la petición elevada por el accionante se le respondió en febrero 9 de 2016 que se le envió por correo certificado por lo cual se configura un hecho superado y por ende pide la revocatoria de la decisión sancionatoria por haberse respetado el fallo.
3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la providencia emitida dentro del incidente de desacato que adelantó el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.). Analizada con detenimiento la actuación efectuada por el juzgado a quo, se puede observar que existen fallas que no permiten avalar la sanción impuesta y por el contrario obligan a decretar nula la decisión para que se subsanen las irregularidades denotadas. La anterior afirmación se hace debido a lo siguiente:

Para efectos de imponer una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de su obediencia, los motivos por los cuáles no lo ha hecho y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder respetar lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591/91. Para el caso concreto el a quo estimó que las funcionarias de primer nivel que debían obedecer lo dispuesto en la sentencia constitucional eran la Directora General de la UARIV -Dra. PAULA GAVIRIA BETANCURT
-, la Directora de Reparaciones -Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO- y el  Director de Gestión Social y Humanitaria -Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE- frente a los cuales profirió auto de carácter sancionatorio.

En el presente asunto, si bien el despacho de primer nivel tuteló el derecho fundamental del que es titular el señor JOSÉ HEINRICH QUINTERO MEZA, al analizarse con detenimiento la actuación allí surtida, se aprecia que al no haberse respetado por la UARIV la sentencia dentro del plazo concedido -lo que motivó al accionante a solicitar el incidente de desacato-, se desplegaron las actividades necesarias con el fin de que la entidad comunicara de manera clara lo relativo al cumplimiento del fallo, y aunque se allegó respuesta dentro del trámite por parte de la Directora de Reparaciones donde se señaló que al actor se le respondió lo requerido, la misma no fue de recibo por parte del a quo, habida cuenta de la información que posteriormente entregó el afectado en el sentido que luego de habérseles exigido una sucesión
, fueron llamados para indicarles que ello no era necesario y que procederían al pago conforme el fallo constitucional.

Para proferir la determinación dentro del referido incidente, el a quo tuvo en cuenta el fallo de tutela y adelantó los procedimientos que regula el Decreto 2591/91 con el fin de procurar que los comprometidos en observar la tutela -Directora General
 y Director de Gestión Social y Humanitaria, además de la Directora Técnica de Reparaciones- se enteraran en debida forma del respectivo trámite; y aunque con antelación a adoptarse la decisión de fondo la UARIV informó que había acatado lo ordenado, el funcionario judicial consideró que la entidad no aclaró lo relacionado con la necesidad o no de iniciarse el proceso de sucesión, dentro del término concedido, amén de la discrepancia que sobre tal aspecto indicó el actor, pues de haberse obrado de tal forma habría lugar a establecer que la decisión judicial se cumplió, lo que en su sentir no ocurrió, pese a lo expresado por la UARIV.

Sin embargo, lo que en este momento otea el Tribunal, es que desde el instante en que se profirió el fallo se impuso un mandato a unos servidores que ESTABAN EN IMPOSIBILIDAD JURÍDICA DE DAR CUMPLIMIENTO A LO ALLÍ ORDENADO, y, por ende, no podrían ser sancionados en este incidente al no ser responsables directos de atender lo requerido por el afectado.

Así lo sostenemos, porque mírese que la acción de tutela que interpuso el señor JOSE HEINRICH QUINTERO MEZA en contra de la UARIV se hizo consistir en el hecho de que la UARIV redistribuyera los recursos que por concepto de reparación administrativa le habían sido asignados a su cuñado ROLMER JIMÉNEZ quien había fallecido con antelación a ese momento, sin que así se hubiere obrado por parte de la entidad por lo que los recursos fueron devueltos a la oferta institucional, y de conformidad con lo reglado en el artículo 3 de la Resolución 01785 de marzo 17 de 2015
 ello le corresponde a la Directora de Reparaciones por ser una de  las funciones esenciales de su cargo, tal cual se destaca en la referida normativa: “1. Otorgar, de acuerdo con las instrucciones del Director de la Unidad, a las víctimas la indemnización por vía administrativa, de que trata el artículo 132 de la Ley 1448 de 2011.”, sin que la misma hubiera sido vinculada a la acción de tutela.
Tal situación conlleva a predicar, sin dubitación alguna, que es la mencionada servidora pública la encargada de dar cumplimiento a lo requerido por el actor, en tanto lo pedido es relativo a la indemnización administrativa, como quiera que es de su resorte, pero el despacho solo vinculó a la acción de amparo al Director de Gestión Social y Humanitaria y a la Directora General de la entidad, cuando se sabe que una gestión como la pretendida por el señor JOSÉ HEINRICH QUINTERO MEZA no era de su competencia, de lo cual se infiere igualmente que la sanción por desacato se impuso a unos funcionarios equivocados, ya que por error la orden dada en el fallo de tutela se plasmó contra quienes no tenían el deber funcional de resolver lo solicitado .

Así las cosas, el Tribunal no puede predicar otra cosa que no eran los Directores General ni Técnico de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV los facultados para atender la petición del accionante, en tanto tal actividad radicaba en la Directora Técnica de Reparaciones, quien no fue vinculada al trámite constitucional y por ende no estaba obligada a cumplir el fallo judicial.

Siendo así como en efecto lo es, no podía haberse dado iniciación al presente incidente de desacato en contra de la Directora General de la UARIV ni del Director de Gestión Social y Humanitaria; pero aun así, el juez de primer nivel adelantó el procedimiento reglado en el Decreto 2591/91 que culminó con sanción para ambos funcionarios, y como si fuera poco igualmente sancionó a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO –Directora de Reparaciones- a quien no se le dio orden alguna en el fallo constitucional ni tampoco fue atada formalmente al incidente, como se aprecia del contenido del auto fechado enero 28 de 2016.
La jurisprudencia constitucional tiene decantado que si el juez dentro del trámite del incidente o en la respectiva consulta
 verifica que la  orden  emitida  es  de  imposible  observancia, o  se  demuestra  su absoluta ineficacia para proteger el derecho fundamental amparado, sin llegar a modificar el contenido  sustancial del mandato pronunciado en la tutela o  redefinir  los alcances de la protección concedida
, puede emitir órdenes adicionales a las originalmente dispuestas o introducir ajustes a la decisión original, siempre y cuando se respete el principio de la cosa juzgada
. Sin embargo, esa opción no tiene cabida en el caso singular, toda vez que lo que aquí está de por medio es la violación al debido proceso por cuanto el mandato se dio a unos funcionarios que no estaban obligados, por lo cual no podía haberse iniciado incidente de manera directa en su contra.

Luego entonces, de proceder el Tribunal a mutar la providencia del a quo para disponer que el fallo sea acatado por un servidor distinto a los allí referidos, no sólo equivaldría a irrespetar el alcance de la resolución judicial sino que se desconocería el principio de la cosa juzgada constitucional. Véase lo que al respecto indicó la H. Corte Constitucional en sentencia T-512/11:

“Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que, por razones muy excepcionales, el juez que resuelve el incidente de desacato, con la finalidad de asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir órdenes adicionales a las originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden inicial, siempre que se respete el alcance de la protección y el principio de la cosa juzgada, señalando los lineamientos que han de seguirse para tal efecto, a saber:  

“(1) La facultad puede ejercerse cuando debido a las condiciones de hecho es necesario modificar la orden, en sus aspectos accidentales, bien porque:

(a) la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental tutelado, o lo hizo en un comienzo pero luego devino inane; 

(b) porque implica afectar de forma grave, directa, cierta, manifiesta e inminente el interés público o 

(c) porque es evidente que lo ordenado siempre será imposible de cumplir.  

(2) La facultad debe ejercerse de acuerdo a la siguiente finalidad: las medidas deben estar encaminadas a lograr el cumplimiento de la decisión y el sentido original y esencial de la orden impartida en el fallo con el objeto de asegurar el goce efectivo del derecho fundamental tutelado.  

(3) Al juez le es dado alterar la orden en sus aspectos accidentales, esto es, en cuanto a las condiciones de tiempo, modo y lugar, siempre y cuando ello sea necesario para alcanzar dicha finalidad. 

(4) La nueva orden que se profiera, debe buscar la menor reducción posible de la protección concedida y compensar dicha reducción de manera inmediata y eficaz.”

Como quiera entonces que al haberse efectuado un pronunciamiento que afecta el derecho a la libertad de los servidores referidos, sin que tengan competencia funcional para dar cumplimiento a la misma -por lo ya expresado- considera la Colegiatura que no le queda otra alternativa diferente que la de revocar la providencia adoptada dentro del presente incidente.

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

4.- RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR la sanción impuesta por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) en contra de la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR -Directora General de la UARIV, para la época-, Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO -Directora Técnica de  Reparaciones- y Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE -Director de Gestión Social y Humanitaria-, por lo expuesto en la parte motiva. 
SEGUNDO: Devolver la actuación al despacho de origen.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Al parecer se trató de un error al momento de diligenciar la fecha, en tanto la petición se recibió en el despacho en julio 29 de 2015. 


� En la actualidad quien ocupa dicha Dirección es el Dr. ALAN JARA URZOLA, quien tomó posesión en junio 2 de 2016.


� Lo que corroboró la esposa de éste BETTY LUCÍA JIMÉNEZ, quien informó que el oficio de la UARIV lo recibió su primo JORGE MARIO CÁRDENAS. Ver folios 3 y 4 cuaderno del Tribunal.


� Como obligada directa en la acción de tutela y al ser considera como superior jerárquica de los Directores de Gestión Social y Reparación, cuando del organigrama de la entidad que se puede consultar en la página web, se desprende que ello radica en cabeza de la Subdirectora General, Dra. IRIS MARÍN ORTIZ, quien tampoco no fue vinculada al trámite.


� “Por la cual se adopta el Manual Específico de Funciones y de Competencias Laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”.


� Corte Constitucional, sentencia SU-1158 de 2003. 


� Corte Constitucional, sentencias T-368 de 2005; T-1113 de 2005 y Auto 118 de 2005.


� Corte Constitucional, sentencia T-1113 de 2005.


� Corte Constitucional, sentencia T-086 de 2003.
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